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Ampliación de la demanda de inconstitucionalidad

Señor Juez
FRANCISCO JAVIER de AMORRORTU, por mi propio derecho y mis propias obligaciones, con domicilio real en Lisandro de la Torre s/n, esquina Carlos Bosch de la localidad de Del Viso, Prov de Buenos Aires, constituyendo domicilio legal en la calle                         Ituzaingó 278, Casillero 2196 de San Isidro. CP 1642, conjuntamente con mi letrado patrocinante Ignacio Sancho Arabehety, LE 17490702 CALP T 40 F 240, IVA Responsable Inscripto, a V.S. respetuosamente digo:

I . Objeto:

Ampliar la demanda para considerar la inconstitucionalidad de la ley 12704, toda vez que diera lugar a interpretaciones como las del Dictamen 154 del 4/5/10 a fs 32  del exp 492/09.
Sin por ello dejar de reiterar en primer lugar la demanda de inconstitucionalidad de la Disposición 12/07 del Catastro Económico Municipal, presentada por Receptoría el día 22/4/13, por no reconocer correlatos con el espíritu del Decreto Municipal N° 2161 del 20/12/96 (Ver Anexo II) y las Disposiciones 259/97 y 450/97 de Catastro Económico Provincial (Ver por Anexo III) y ni siquiera mencionarlos;  y por ello violentar los artículos 108º y 114º de la Ordenanza General 267 -Código de Procedimientos Administrativos Municipales-, que les recuerdan:

ARTICULO 108°: Todo acto administrativo final deberá ser motivado y contendrá una relación de hechos y fundamentos de derecho cuando:

a) Decida sobre derechos subjetivos.

c) Se separe del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de órganos consultivos.

ART. 114°: La administración no podrá revocar sus propias resoluciones notificadas a los interesados y que den lugar a la acción contencioso-administrativa, cuando el acto sea formalmente perfecto y no adolezca de vicios que lo hagan anulable.

Sobre los soportes patrimoniales y constitucionales
Tras editar la demanda presentada hace una semana para subirla a la web, advertí el valor que aportan ediciones así ilustradas para patenciar el valor de los patrimonios.
Por ello, aún cuando en orden a las violaciones de los artículos de la Ord Gral 267 y por ende al art 43 de la CN y al 57 de la CP queden los temas patrimoniales diferidos, aprecio el valor emocional primario que hizo acto de presencia hace 17 años cuando fueron atendidas las solicitudes de los exps municipal Nº 6643/96 y provincial Nº 2335-14399/96.
Según el orden de lo expresado en la demanda y lo dispuesto en el art 57 de la CP, el primer aspecto de inconstitucionalidad, deviene por haber actuado en sentido contrario a los aprecios acercados por el Decreto Municipal N° 2161 del 20/12/96 y las Disposiciones 259/97 y 450/97 de Catastro Económico Provincial, por completo ignorados y nunca mencionados en la DCEM 12/07 y así violando lo señalado en los arts 108 y 114 de la Ordenanza General 267.
En igual sentido se expide el art 43 de la CN al referir a todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.
Merced a esta ampliación de la demanda consideramos oportuno señalar que esas violaciones a lo dispuesto en el Decreto Municipal N° 2161 del 20/12/96 y en las Disposiciones 259/97 y 450/97 de Catastro Económico Provincial, referían a una decisión valorativa de una petición de protección –por entonces no había ley 12704-, de un marco patrimonial muy particular, cuya solicitud de defensa frente a las presiones fiscales fuera expresado con particular singularidad. 
Tan singular, como la respuesta inmediata que hace 17 años recibiera por parte de las autoridades provinciales y municipales, permitiendo continuar con  mi vocación y verla transformar en servicio a la Comunidad, más allá del cuidado de este patrimonio, en materias de hidrogeología e hidrología urbana en planicies intermareales y brazos interdeltarios.
Por ello, si bien hubimos en la presentación de la semana pasada de apuntar al incumplimiento de los arts 108 y 114 de la Ordenanza General 267, no está de más recordar los soportes que hoy también sostienen la defensa de la solicitud originaria de hace 17 años, en los aprecios de los siguientes artículos de la Constitución Provincial:
Artículo 44.- La Provincia preserva, enriquece y difunde su patrimonio cultural, histórico, arquitectónico, arqueológico y urbanístico, y protege sus instituciones.

La Provincia desarrollará políticas orientadas a rescatar, investigar y difundir las manifestaciones culturales, individuales o colectivas, y las realizaciones del pueblo que afirmen su identidad regional, provincial y nacional, generando ámbitos de participación comunitaria.
Asimismo el artículo 56 recuerda que la interpretación que hiciera el letrado a cargo del área de legales municipales en su Dictamen 154 del 4/5/10 a fs 32  del exp 492/09,  es inconstitucional porque cierra el camino del consenso que indica el artículo 5º de la ley 12704, tras negar el derecho de conservar la parcela los derechos propios de su condición privada, pretendiendo que hiciera cesión de estos derechos para abrir acceso público a la misma, que así nos impidió avanzar en la búsqueda del consenso. 

Si bien ese Dictamen 154 no es recurrible judicialmente, necesitamos demandar por la interrupción de esta búsqueda de consenso con imposiciones de criterios desquiciados, que aunque no estén reflejadas en disposiciones recurribles judicialmente, conforman una clara denegación de justicia.
Recordando al firmante de ese dictamen 154, el art 57 de la CP que señala: Los individuos que sufran los efectos de toda orden que viole o menoscabe estos derechos, libertades y garantías, tienen acción civil para pedir las indemnizaciones por los perjuicios que tal violación o menoscabo les cause, contra el empleado o funcionario que la haya autorizado o ejecutado.
Para superar estas denegaciones sobre la base de criterios desquiciados, solicitamos a V.S. resuelva la superación de esta cuestión tan elemental como es el derecho de un particular a conservar su propiedad dentro del marco restringido propio de los accesos privados, reconociendo esta adicional solicitud de demanda de inconstitucionalidad de la ley 12704 por imponerme interpretaciones tan desquiciadas sobre cuestiones tan elementales.
También valen los aprecios del Artículo 56:- Las declaraciones, derechos y garantías enumerados en esta Constitución, no serán interpretados como negación o mengua de otros derechos y garantías no enumerados o virtualmente retenidos por el pueblo, que nacen del principio de la soberanía popular y que corresponden al hombre en su calidad de tal.

Artículo 57.- Toda ley, decreto u orden contrarios a los artículos precedentes o que impongan al ejercicio de las libertades y derechos reconocidos en ellos, otras restricciones que las que los mismos artículos permiten, o priven a los ciudadanos de las garantías que aseguran, serán inconstitucionales y no podrán ser aplicados por los jueces. Los individuos que sufran los efectos de toda orden que viole o menoscabe estos derechos, libertades y garantías, tienen acción civil para pedir las indemnizaciones por los perjuicios que tal violación o menoscabo les cause, contra el empleado o funcionario que la haya autorizado o ejecutado.
De igual manera el art 43 de la CN nos señala: Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo.
No aparece aquí enumerado cuando señala “las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras”, la importancia de respetar los valores del pasado que están impresos en los patrimonios. Por ello en el 2º párrafo añade lo siguiente: Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural.
Para reforzar este marco de aprecios constitucionales acercamos el soporte fáctico existencial, consistencial, resistencial, insistencial, persistencial, subsistencial, que vinieron y siguen viniendo sostenidos por los marcos espirituales y culturales que hospeda nuestra condición humana, cuya singularidad también aparece protegida por los arts 12º, 44º, 56º y 57º  de la CP.
Muchos de estos soportes documentales fueron expresados en la demanda original presentada el día 22/4/13 en Receptoría.  Pero al editar y subir la versión para la web por http://www.hidroensc.com.ar/incorte100.html  advertimos que en este marco de ilustraciones que la digitalización tanto facilita, se acentúa el valor de la defensa del patrimonio rural, histórico, paisajístico, poético, cultural y espiritual de una parcela muy antigua que me salvó la Vida y a la que devuelvo esa Vida en ayuda a la Comunidad en estas materias del agua que por DVD de datos expuse a la consideración de V.S., alcanzando adicional comunicación por un video de 90 min visible en http://www.hidroensc.com.ar/incorte92.html  con las demandas en crímenes hidrogeológicos en planicies intermareales y brazos interdeltarios. 

Otro de 90 minutos http://www.delriolujan.com.ar/manadelcielo.html  refiere a los cambios de paradigma en mecánica de fluídos que vulneran los criterios aplicados por la ciencia hidráulica para modelar energías gravitacionales en planicies extremas. 
Un 3º video de 120 min http://www.alestuariodelplata.com.ar/prospectivas4.html prospectiva el devenir mediterráneo de Buenos Aires y las mayores complicaciones hidrológicas inconfesadas que hoy carga y las mayores que cargará la metrópoli.
Para hoy informar sobre adicionales documentos a materias tal vez menos complejas en discernimiento, pero no menos profundas y de buena llegada al alma, tratando sobre este habitat, trabajos, criterios amasados y abismos transitados que aquí vienen publicados con mayor resolución de imagen que la aportada en DVD, siendo vsibles por http://www.amoralhuerto.com.ar/EVS_80.htm l 
Recordamos el Art 5º del dec 2314/11 reglamentando la ley 12704: En el caso de áreas de dominio total o parcialmente privado deberán implementarse los mecanismos necesarios a efectos del consenso previsto en la Ley Nº 12.704.

Texto de la ley: Art 5º: En aquellos casos en que el área sea de dominio privado, se deberá establecer un plan de manejo consensuado a fin de proteger el ambiente según los fines previstos.

XI . Petitorio

Atento a lo expresado a V.S.
1º.  reitero la solicitud de inconstitucionalidad de la DCEM-12/2007  
2º. solicito la adicional inconstitucionalidad de la ley 12704, si fuera el caso de dar lugar a interpretaciones como las del Dictamen 154 del 4/5/10 a fs 32  del exp 492/09
Aprecios que trascenderán en la memoria de éstos y de todos los Terruños.

Francisco Javier de Amorrortu

Ignacio Sancho Arabehety
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Artículo 103.- Corresponde al Poder Legislativo:
8,-Dictar leyes estableciendo los medios de hacer efectivas las responsabilidades civiles de los funcionarios públicos.
Artículo 41.- Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. 

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. 

Artículo 43.- Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva.
Art 3 de CP Quienes ordenaren, ejecutaren o consintieren actos o hechos para desplazar inconstitucionalmente a las autoridades constituidas regularmente, y aquéllos que ejercieren funciones de responsabilidad o asesoramiento político en cualquiera de los poderes públicos, ya sean nacionales, provinciales o municipales, quedarán inhabilitados a perpetuidad para ejercer cargos o empleos públicos, sin perjuicio de las sanciones civiles y penales que fueren aplicables.

También agravian y lesionan la sustancia del orden constitucional los actos de corrupción. La ley creará el Tribunal Social de Responsabilidad Política que tendrá a su cargo examinar los actos de corrupción que pudieren cometer los funcionarios de los poderes públicos, provinciales y municipales.
Artículo 12.- Todas las personas en la Provincia gozan, entre otros, de los siguientes derechos:

1-  A la vida, desde la concepción hasta la muerte natural.

2-  A conocer la identidad de origen.

3-  Al respeto de la dignidad, al honor, la integridad física, psíquica y moral.

4-  A la información y a la comunicación.
Artículo 15.- La Provincia asegura la tutela judicial continua y efectiva, el acceso irrestricto a la justicia, la gratuidad de los trámites y la asistencia letrada a quienes carezcan de recursos suficientes y la inviolabilidad de la defensa de la persona y de los derechos en todo procedimiento administrativo o judicial.

Las causas deberán decidirse en tiempo razonable. El retardo en dictar sentencia y las dilaciones indebidas cuando sean reiteradas, constituyen falta grave.

 

Artículo 44.- La Provincia preserva, enriquece y difunde su patrimonio cultural, histórico, arquitectónico, arqueológico y urbanístico, y protege sus instituciones.
La Provincia desarrollará políticas orientadas a rescatar, investigar y difundir las manifestaciones culturales, individuales o colectivas, y las realizaciones del pueblo que afirmen su identidad regional, provincial y nacional, generando ámbitos de participación comunitaria.
Artículo 56.- Las declaraciones, derechos y garantías enumerados en esta Constitución, no serán interpretados como negación o mengua de otros derechos y garantías no enumerados o virtualmente retenidos por el pueblo, que nacen del principio de la soberanía popular y que corresponden al hombre en su calidad de tal.

 

Artículo 57.- Toda ley, decreto u orden contrarios a los artículos precedentes o que impongan al ejercicio de las libertades y derechos reconocidos en ellos, otras restricciones que las que los mismos artículos permiten, o priven a los ciudadanos de las garantías que aseguran, serán inconstitucionales y no podrán ser aplicados por los jueces. Los individuos que sufran los efectos de toda orden que viole o menoscabe estos derechos, libertades y garantías, tienen acción civil para pedir las indemnizaciones por los perjuicios que tal violación o menoscabo les cause, contra el empleado o funcionario que la haya autorizado o ejecutado.

Artículo 103.- Corresponde al Poder Legislativo:
8-      Dictar leyes estableciendo los medios de hacer efectivas las responsabilidades civiles de los funcionarios públicos.

Dela CN

Artículo 7.- Los actos públicos y procedimientos judiciales de una provincia gozan de entera fe en las demás; y el Congreso puede por leyes generales determinar cual será la forma probatoria de estos actos y procedimientos, y los efectos legales que producirán.
Artículo 14.- Todos los habitantes de la Nación gozan de los siguientes derechos conforme a las leyes que reglamenten su ejercicio; a saber: de trabajar y ejercer toda industria lícita; de navegar y comerciar; de peticionar a las autoridades; de entrar, permanecer, transitar y salir del territorio argentino; de publicar sus ideas por la prensa sin censura previa; de usar y disponer de su propiedad; de asociarse con fines útiles; de profesar libremente su culto; de enseñar y aprender. 

Artículo 17.- La propiedad es inviolable, y ningún habitante de la Nación puede ser privado de ella, sino en virtud de sentencia fundada en ley. La expropiación por causa de utilidad pública, debe ser calificada por ley y previamente indemnizada. Sólo el Congreso impone las contribuciones que se expresan en el artículo 4. Ningún servicio personal es exigible, sino en virtud de ley o de sentencia fundada en ley. Todo autor o inventor es propietario exclusivo de su obra, invento o descubrimiento, por el termino que le acuerde la ley. La confiscación de bienes queda borrada para siempre del Código Penal argentino. Ningún cuerpo armado puede hacer requisiciones, ni exigir auxilios de ninguna especie.
Artículo 41.- Todos los habitantes gozan del derecho a un ambiente sano, equilibrado, apto para el desarrollo humano y para que las actividades productivas satisfagan las necesidades presentes sin comprometer las de las generaciones futuras; y tienen el deber de preservarlo. El daño ambiental generará prioritariamente la obligación de recomponer, según lo establezca la ley. 

Las autoridades proveerán a la protección de este derecho, a la utilización racional de los recursos naturales, a la preservación del patrimonio natural y cultural y de la diversidad biológica, y a la información y educación ambientales. 

Corresponde a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, y a las provincias, las necesarias para complementarlas, sin que aquéllas alteren las jurisdicciones locales. 

Se prohibe el ingreso al territorio nacional de residuos actual o potencialmente peligrosos, y de los radiactivos. 

Artículo 43.- Toda persona puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. 

Podrán interponer esta acción contra cualquier forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su organización. 

Toda persona podrá interponer esta acción para tomar conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquellos. No podrá afectarse el secreto de las fuentes de información periodística. 

Cuando el derecho lesionado, restringido, alterado o amenazado fuera la libertad física, o en caso de agravamiento ilegítimo en la forma o condiciones de detención, o en el de desaparición forzada de personas, la acción de habeas corpus podrá ser interpuesta por el afectado o por cualquiera en su favor y el juez resolverá de inmediato, aun durante la vigencia del estado de sitio. 

Artículo 75.- Corresponde al Congreso:
